Acusado: FAC
  Radicado: 66001 60 00 035 2011 00227 01
Delito: Homicidio culposo

Asunto: Confirma negación de preclusión

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN / POR UNA CAUSAL EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD / FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA / REQUISITOS / DEBE CONTAR CON UN ADECUADO RESPALDO PROBATORIO.
En el presente caso, la preclusión fue solicitada por una delegada del ente acusador, con sustento en la causal prevista en el artículo 332-2 del C.P.P., (existencia de una causal que excluya la responsabilidad). 

Para el efecto sostuvo que el indiciado no incurrió en una conducta culposa, en los términos del artículo 23 del C.P., ya que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, quien realizó comportamientos imprudentes e irresponsables que tuvieron injerencia directa en su deceso…
… es necesario manifestar inicialmente que la declaratoria de preclusión tiene el efecto de extinguir la acción penal. En ese sentido las exigencias y las consecuencias de una determinación de esa naturaleza han sido examinadas en la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional donde se expuso:

“Por tratarse de un acto de parte que, no obstante presenta una significativa relevancia frente a los derechos de las víctimas y perjudicados con el delito, el legislador penal, estableció diversos tipos de controles orientados a preservar el acceso a la justicia de estos sujetos procesales. En este sentido, previó que se trata de una solicitud que está regida por el principio de legalidad, toda vez que debe ser formulada con apego a unas causales ( artículo 332 C.P.P.) acompañada de un adecuado respaldo probatorio, sometida a una amplia contradicción argumentativa y probatoria, como quiera que debe ser tramitada en audiencia (art. 333 C.P.P.), con la participación de las víctimas, el Ministerio Público y la defensa, y definida por el juez de conocimiento mediante sentencia, que contará con los recursos de ley”. (…)
“Frente al caso fortuito o fuerza mayor la H. Corte Suprema de Justicia ha dicho:

"[...] Para dilucidar estos cuestionamientos, es necesario memorar, así sea sucintamente, que la fuerza mayor o caso fortuito, por definición legal, es 'el imprevisto a que no es posible resistir' (art. 64 C.C., sub. art. 1o Ley 95 de 1890), lo que significa que el hecho constitutivo de tal debe ser, por un lado, ajeno a todo presagio, por lo menos en condiciones de normalidad, y del otro, imposible de evitar, de modo que el sujeto que lo soporta queda determinado por sus efectos.

No se trata entonces, per se, de cualquier hecho, por sorpresivo o dificultoso que resulte, sino de uno que inexorablemente reúna los mencionados rasgos legales…”.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 844 del veintiséis (26) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Pereira, veintisiete (27) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 9:51 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR 
Se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la delegada de la FGN y el representante del Ministerio Público, contra la decisión del Juzgado Penal del Circuito en Descongestión de Dosquebradas, por medio de la cual se abstuvo de decretar la preclusión de la investigación que se adelanta contra el señor FAC, por la conducta punible de homicidio culposo, donde perdió la vida el señor Óscar Julián Herrera Arias.
2. ANTECEDENTES 
2.1 El 25 de julio de 2013, la FGN presentó solicitud de preclusión ante el Juzgado Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas, dentro de la indagación que se adelanta contra el señor FAC, por el delito de homicidio culposo, por “existencia de una causal que excluye la responsabilidad, de acuerdo con el CP”.
2.2 La audiencia respectiva se adelantó en sesiones del 15 de agosto, 20 de noviembre de 2013 y 27 de mayo de 2014. Mediante decisión del 26 de junio de 2014, la juez de conocimiento negó la solicitud de preclusión de la investigación, determinación que fue recurrida por la FGN y el representante del Ministerio Público.
2.3 En el evento sub júdice la Fiscalía adelantó un programa metodológico encaminado a investigar las circunstancias en las que perdió la vida el señor Óscar Julián Herrera Arias del cual se deduce lo siguiente:

2.4 La actuación se inició con base en los hechos presentados el 15 de enero de 2011 en zona urbana del municipio de Pereira. Según el informe ejecutivo FPJ2 de la misma fecha del hecho
, i) siendo aproximadamente las 23:12 horas la central de radio de la policía reportó un accidente de tránsito sin lesionados en la avenida Simón Bolívar con calle 66 en vía pública; ii) los patrulleros que actuaron como primeros respondientes procedieron a llamar a las dependencia de tránsito de esa localidad y a habilitar un carril para descongestionar, colocándose en cada extremo una unidad policial que portaba chalecos reflectivos; iii) en ese momento pasó una motocicleta de placas ZXT92A, que era conducida por Óscar Julián Herrera Arias (Q.E. P.D.) quien hizo caso omiso a las señales de pare de los policiales y colisionó de frente con la buseta de placas WHI782 que era conducida por FAC; iv) el lesionado fue atendido por paramédicos de la unidad de bomberos de Dosquebradas y remitido en ambulancia al hospital Santa Mónica donde momentos después falleció y v) por tal causa se produjo la captura del señor FAC, quien fue dejado en libertad al día siguiente por un delegado de la FGN
. 

2.5 En el informe policial de accidente de tránsito
 se menciona como hipótesis la 115-1 para el conductor de la buseta, lo que significa que el vehículo de servicio público circulaba en sentido contrario a la vía. En el mismo documento se hace referencia a las gestiones investigativas que se adelantaron inicialmente, entre ellas unas entrevistas al conductor de la buseta, a los uniformados que permitieron el tránsito vehicular y habilitaron un carril de circulación, a las personas que elaboraron el croquis del accidente y posibles testigos presenciales.
2.6 La delegada de la FGN fundamentó su solicitud de preclusión, con base en los siguientes argumentos:
· Luego de hacer un recuento de los hechos, invocó la causal 2º del artículo 332 CPP toda vez que de conformidad con los EMP y EF recaudada se encontró que el comportamiento del investigado estaba justificado por ausencia de responsabilidad en los términos del numeral 1º del artículo 32 CP, por tratarse de un evento de caso fortuito. 

· El día de los hechos se presentó otro accidente en la avenida Simón Bolívar con calle 68 de Dosquebradas sin que resultaran heridos, por lo cual unos agentes atendieron el caso y regularon el tránsito en la otra calzada.

· En ese momento Óscar Julián Herrera, quien conducía una motocicleta desatendió la señal de pare que hicieron los uniformados y por tal causa colisionó de frente con la buseta que conducía el indiciado FAC lo que ocasionó su deceso, para lo cual se debía tener en cuenta que el señor FAC atendió la orden que le dieron los agentes para acceder a la vía en contra flujo, al tiempo que la víctima estaba alicorada y además hizo caso omiso de la señal de pare. 

· Por lo tanto con las evidencias recogidas en la investigación quedaba claro que pese a que se hubiera variado el sentido de la vía, el accidente se produjo por la imprudencia del señor Óscar Julián Herrera Arias quien se hallaba bajo el influjo de sustancias alcohólicas al ser impactado por la buseta, lo que aunado al hecho de haber omitido la señal de “pare” que le hizo un agente de Policía, permitía excluir la responsabilidad del indiciado, ya que el hecho no era previsible para FAC al haberse presentado un caso fortuito. 
2.7 En esa audiencia un familiar de la víctima se opuso a la preclusión, aduciendo que el señor FAC iba embriagado en el momento de la colisión y que los agentes habían variado irregularmente el sentido de la vía.
2.8 En una audiencia posterior una delegada de la FGN insistió en la misma solicitud. 
3. SOBRE LA DECISIÓN IMPUGNADA

3.1 El juez de primer grado no accedió a decretar la preclusión solicitada, sobre lo cual hizo la siguiente argumentación:

· La FGN invocó como causal para solicitar la declaratoria de preclusión la existencia de un “caso fortuito” en la actuación del señor FAC, por lo cual no debería responder por el delito de homicidio culposo frente a los hechos en los que perdió la vida Óscar Julián Herrera Arias, ya que la víctima desatendió una señal de “pare” que se le hizo, fuera de que transitaba en estado de alicoramiento.
· Con respecto a la causal invocada por la FGN, y según la jurisprudencia pertinente, el caso fortuito al igual que la fuerza mayor, requieren de dos elementos esenciales como la imprevisibilidad y la irresistibilidad que deben concurrir, por lo cual el agente debe estar en imposibilidad de prever el acto al cual no puede resistirse.

· De las entrevistas que en la investigación rindieron bajo la gravedad del juramento Elohim David Cardona Correa, Óscar Mauricio Grisales Tombe, Cristian Edwin Cardona, Iván Duque Gallego y el propio indiciado FAC, así como los demás elementos materiales probatorios, se deducía la existencia de dos versiones diversas sobre lo ocurrido, ya que algunas de estas personas le daban la razón al investigado en el sentido de que el señor FAC estaba autorizado para circular en sentido contrario al de la vía por estar autorizado por un agente de Policía, al tiempo que otros sostuvieron que el incriminado realizó una conducta antinormativa al invadir el carril del motociclista.

· La delegada de la FGN ignoró que existía una prueba de alcoholemia tomada al señor FAC la cual resultó positiva, y fue anexada al informe policial de accidente de tránsito, situación que se corroboró con lo dicho por Iván Duque Gallego quien manifestó que cuando intentó que el investigado le entregara la buseta la noche de los hechos a las 22.00 horas, el señor FAC tenía aliento alcohólico y que en los momentos previos al accidente el indiciado por actuar de manera afanosa invadió el carril contrario, encontrándose de frente con una buseta que le hizo cambio de luces para avisarle que tuviera precaución, momento en el cual salió detrás de este automotor una motocicleta impactando el vehículo donde venían ellos y que en ese momento FAC le dijo que “se hiciera cargo del incidente” porque él estaba bajo el efecto del alcohol, lo que motivó al testigo a abandonar el sitio de los hechos.
· El señor Elohim Cardona igualmente expuso que al salir del sitio donde estaban departiendo, la víctima se fue en su motocicleta y que ellos iban detrás en un taxi, observando a la altura de la fábrica “La Niña” que una buseta venía en contraflujo, enterándose momentos después que su amigo había colisionado con dicho vehículo.

· Si se relaciona la prueba de alcoholemia a la que no hizo alusión la delegada de la FGN con lo expuesto por las personas antes mencionadas, se puede deducir que en el hecho tuvo injerencia la conducta del señor FAC de transitar con su vehículo en contravía, aunado a que se encontraba a bajo los efectos del alcohol.

· Por parte el uniformado Óscar Mauricio Grisales Tombe (según su declaración a la cual dio lectura el A quo) aseguró que en ningún momento él o su compañero Erney Giraldo Quintero autorizaron el contraflujo vehicular como lo afirmó la delegada de la FGN. Lo anterior guarda relación con la manifestación del señor Iván Duque en el sentido que los policiales estaban atendiendo el otro accidente donde no hubo heridos y que el señor FAC por transitar de afán invadió el carril e impactó la motocicleta en la que se desplazaba la víctima.
· Por lo tanto el indiciado estaba en capacidad de prever que si ingresaba a la vía en sentido contrario podría generar un accidente, no solamente porque los policiales no habían autorizado el ingreso al carril donde no tenía prelación, sino porque estaba bajo los efectos del alcohol, fuera de que las condiciones viales no eran las mejores por defectos en la visibilidad del sector, como se dijo en el informe del accidente de tránsito.
· En conclusión al no resultar probada la existencia del caso fortuito mencionado por la peticionaria, y existir evidencia de que el indiciado violó el deber objetivo de cuidado por conducir por la calzada contraria y en estado de alicoramiento, no había lugar a decretar la preclusión invocada en su favor.
3.2 La decisión fue apelada por la delegada de la FGN y el Ministerio Público.
4. SOBRE LOS RECURSOS INTERPUESTOS.
4.1 Representante del Ministerio Público (Recurrente inicialmente por vía de reposición y subsidiariamente por apelación)  
· La teoría que utilizó el A quo para decidir el asunto no era aplicable, si se tiene en cuenta que el hecho podía ser atribuido a la víctima, conforme a los lineamientos de la teoría de la imputación objetiva, a partir de lo cual se puede deducir la existencia de culpa exclusiva del afectado.
· Según el artículo 23 de la ley 599 de 2000, en las conductas culposas se debe verificar la violación del deber objetivo de cuidado para confrontarlo con la exposición al riesgo por parte de la víctima, porque existe “la no previsión de lo previsible y la previsión de lo previsible” con la aceptación de la ocurrencia del hecho por falta de precaución.

· En este caso se presentó una colisión entre la motocicleta conducida por la víctima y la buseta que manejaba el indiciado FAC, quien ingresó al carril por donde transitaba el señor Herrera “para reducir·el trancón”, momento en el cual la moto salió de forma imprevista detrás de otra buseta con lo cual se produjo el impacto, lo que demuestra que la víctima efectuó un aporte causal a la ocurrencia del hecho, lo que además tiene que ver con el sitio donde fue impactada la buseta, con lo cual se configuró el caso fortuito aducido por la FGN.
· Pese a que el indiciado se encontraba bajo el influjo de bebidas alcohólicas, esa situación solo sería trascendente si hubiera sido determinante para la ocurrencia del hecho, ya que al tratarse de una conducta culposa, se debe tener en cuenta que la motocicleta salió detrás de la buseta a exceso de velocidad, por lo cual la víctima pudo haber previsto que circulaban vehículos en sentido opuesto y por lo tanto el indiciado solo tendría una responsabilidad de carácter civil mas no de orden penal, por concurrencia de conductas culposas.

Luego de que se negara el recurso horizontal, expuso lo siguiente, como argumentación complementaria para el recurso de apelación:

· No existe ninguna duda de que el señor Herrera Arias fue quien se expuso al riesgo debido a que antes de la buseta conducida por el señor FAC transitaban otros vehículos, lo que implicó la existencia de una situación de autopuesta en peligro, fuera de que el principio del in dubio pro reo debía operar en favor del investigado, aunque en este caso no se presentaban dudas sobre la falta de responsabilidad del indiciado.
· La aplicación del principio de confianza permite concluir que al indiciado le era difícil prever que otro vehículo transitaba en sentido contrario, ya que cuando el señor FAC se desplazaba detrás de otros vehículos en contraflujo, confiaba en que no se iba a encontrar vehículos en la vía, al tiempo que el conductor de la moto realizó una conducta antinormativa al tratar de sobrepasar a otro automotor, lo que generó la situación de autopuesta en peligro de la víctima que estaba demostrada, por lo cual era procedente la preclusión solicitada.
· El aliento alcohólico del indiciado FAC solo podía generarle responsabilidades administrativas y policivas, pero no se demostró que ese hecho hubiera tenido injerencia en el resultado típico, puesto que no se puede deducir la existencia de una relación causal directa entre el estado de alicoramiento del acusado y la muerte de la víctima.
· Por lo tanto pidió la revocatoria de la decisión protestada.

4.2 Delegada FGN (No recurrente frente a recurso de reposición) 
· Los policiales que atendieron el accidente de tránsito inicial, manifestaron que por causa del bloqueo de la vía varios conductores invadieron el carril contrario para evitar el trancón, con autorización de esos oficiales especialmente del PT Erney Giraldo Quintero, lo que hizo el señor FAC quien siguió con su vehículo a los otros automotores, por lo cual el indiciado no incrementó el riesgo permitido lo que configura un caso fortuito según la evidencia recogida por la FGN, ya que la víctima no atendió la señal de pare que le hizo el citado patrullero, momento en el cual colisionó con la buseta, lo cual resultaba conforme con lo manifestado en el informe del primer respondiente, según lo dicho por el urbano Óscar Mauricio Grisales Tombe, situaciones que llevaban a concluir que el hecho se presentó por culpa exclusiva de la víctima, lo que generaba la causal de preclusión invocada.  

· En el momento en que se presentó la colisión que produjo la muerte del señor Herrera, un agente se hallaba controlando esa vía que estaba siendo invadida según el informe de tránsito, donde se expuso que un motociclista que iba a velocidad excesiva hizo caso omiso a la señal de pare y colisionó con la buseta manejada por el indiciado quien estaba amparado por el principio de confianza, fuera de que el conductor de la moto se encontraba en avanzado estado de embriaguez, ya que venía de una celebración lo que afectó su capacidad de reacción en ese momento, con lo cual vulneró el artículo 66 del CNT, máxime si un hermano suyo que venía detrás dijo que había alcanzado a ver la buseta que conducía el indiciado. 
· El PT Giraldo dijo haber hecho la señal de pare, al tiempo que el conductor de la motocicleta conducía muy embriagado y a alta velocidad, actuando de forma imprudente, de modo que para el indiciado no era previsible el comportamiento del motociclista. 
· El presunto estado de alicoramiento del señor FAC no tuvo injerencia causal en el accidente, por lo cual era procedente la preclusión solicitada al estar demostrada la situación de caso fortuito que se invocó en favor del indiciado.
4.5 El juez de conocimiento no repuso su decisión, para lo cual adujo en lo esencial los mismos argumentos que invocó para negar la preclusión solicitada por la FGN, considerando que lo procedente era que la situación planteada por la delegada del ente acusador sobre la autopuesta en peligro de la víctima debía ser debatida en el juicio oral, al existir dudas sobre los fundamentos de la causal aducida por la vocera de la FGN.
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA 
5.1 Esta  Sala es competente para conocer del presente recurso de apelación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 34-1  de la 906 de 2004. 

5.2 Para resolver el problema jurídico planteado relacionado con el grado de la decisión del A quo de negar la preclusión solicitada por la delegada de la FGN en favor del señor FAC, por la conducta punible de homicidio culposo, se debe manifestar inicialmente que de acuerdo al artículo 250 de la Constitución Política, y al artículo 200 de la ley 906 de 2004, la FGN tiene la facultad de adelantar el ejercicio de la acción penal para lo cual debe iniciar la indagación e investigación de los hechos, siempre que existan motivos y circunstancias fácticas que permitan inferir la existencia de una conducta punible y la identificación de sus posibles autores o partícipes.

5.3 Igualmente se debe precisar que como en el caso en estudio la FGN no ha formulado imputación contra el indiciado FAC, lo que implica la concreción de los hechos, lo mismo que su calificación jurídica de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 288 del CPP, ha de atenderse al contexto factico del caso del cual se deduce una circunstancia específica de agravación para el delito de homicidio culposo que implica el incremento de la pena que oscila de la mitad al doble de la pena, “Si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o droga o sustancia que produzca dependencia física o psíquica y ello haya sido determinante para su ocurrencia”, según la modificación introducida por el artículo 1º de la Ley 1326 de 2009. Por lo cual la sanción en este caso en el evento de una sentencia de condena oscilaría entre 48 a 216 meses de prisión. 
5.3.1 En ese sentido y como en este caso la FGN no ha formulado imputación contra el indiciado FAC ya que la actuación se encuentra en la fase de indagación como lo expuso la delegada de la FGN al presentar su solicitud de preclusión (ver folio 6 C. principal), se debe manifestar que en la sentencia C- 127 del 2 de marzo de 2011 de la Corte Constitucional se dijo lo siguiente:

“7. La falta de previsión de un término específico para que la Fiscalía formule la imputación, distinto al de prescripción de la acción penal, no desconoce los derechos de defensa, de acceso a la administración de justicia y a la dignidad humana 

En relación con el segundo problema jurídico formulado, corresponde a esta corporación determinar sí el artículo 287 de la Ley 906 de 2004, al no prever un término específico para que la Fiscalía formule la imputación, distinto al de prescripción de la acción penal, desconoce los derechos de defensa (artículo 29 CP), de acceso a la administración de justicia (art. 229 CP) y a la dignidad humana (art. 1 CP) del indiciado.

En la sentencia C-425 de 2008,
 esta Corporación al referirse a la diligencias de imputación, legalización de la captura e imposición de medidas de aseguramiento en ausencia física del imputado, precisó que contienen momentos procesales diferentes, generan un impacto distinto sobre los derechos del capturado y de la sociedad y pueden condicionar de varias maneras el desarrollo del proceso penal. De manera que, “si se tiene en cuenta la situación procesal de cada una se evidencia que, mientras la diligencia de legalización de la captura tiene un carácter perentorio porque existe límite temporal constitucional y legal para el efecto (36 horas), la formulación de la imputación tiene como límite máximo el término de prescripción de la acción penal y la solicitud de medida de aseguramiento no se impone en un momento determinado, puesto que sólo se podrá solicitar y decretar si se cumplen con los requisitos y condiciones que la ley señala para la restricción preventiva de la libertad (artículos 308 a 314 de la Ley 906 de 2004)”.

Específicamente, sobre el término de prescripción de la acción penal como límite máximo para la formulación de la imputación por parte del Fiscal, la Corte ha sostenido reiteradamente que: 

“En la medida en que los hechos fácticos constitutivos del delito no siempre son fácilmente verificables y que las circunstancias que los determinan pueden hacer confusa la identificación de su ilicitud, el fin de la “indagación” a cargo de la Fiscalía, y de las autoridades de policía judicial,
 es definir los contornos jurídicos de la conducta delictiva que va a ser objeto de investigación y juicio, mediante la realización de actividades y diligencias previas, técnicas y científicas. De manera general, las diligencias y actividades practicadas durante la “indagación” tienen carácter reservado y el límite para llevarlas a cabo es el término de prescripción de la acción penal”.

5.4 Como el criterio vigente es que por regla general la FGN no ejerce funciones jurisdiccionales, esa entidad debe solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones en los eventos previstos en el artículo 332 del C.P.P., o en los casos en que se cuente con prueba de las situaciones que originan la extinción de la acción penal previstas en el artículo 77 del mismo código.

5.4.1 En el presente caso, la preclusión fue solicitada por una delegada del ente acusador, con sustento en la causal prevista en el artículo 332-2 del C.P.P., (existencia de una causal que excluya la responsabilidad). 
5.4.2 Para el efecto sostuvo que el indiciado no incurrió en una conducta culposa, en los términos del artículo 23 del C.P., ya que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, quien realizó comportamientos imprudentes e irresponsables que tuvieron injerencia directa en su deceso ya que los actos de investigación demostraban lo siguiente: i) pese a que la víctima transitaba por su carril, lo real era que el señor Herrera Arias no había respetado la señal de pare de un policial que regulaba el tráfico en ese sector y que autorizaba a otros automotores, entre ellos el conducido por el indiciado a circular en contravía, ya que en el otro carril se había presentado un accidente; ii) el señor Herrera venía a una velocidad excesiva, y en alto estado de alicoramiento, lo que tuvo efectos en la colisión contra la buseta que manejaba el señor FAC y fue determinante para que ese impacto le causara la muerte; y iii) el indiciado tenía autorización para transitar por el carril contrario de la vía debido a la regulación del tráfico que hicieron los policiales que atendían otro accidente en el mismo sector. 
5.5 Para efectos de dar solución al problema jurídico propuesto, es necesario manifestar inicialmente que la declaratoria de preclusión tiene el efecto de extinguir la acción penal
. En ese sentido las exigencias y las consecuencias de una determinación de esa naturaleza han sido examinadas en la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional donde se expuso:
“Por tratarse de un acto de parte que, no obstante presenta una significativa relevancia frente a los derechos de las víctimas y perjudicados con el delito, el legislador penal, estableció diversos tipos de controles orientados a preservar el acceso a la justicia de estos sujetos procesales. En este sentido, previó que se trata de una solicitud que está regida por el principio de legalidad, toda vez que debe ser formulada con apego a unas causales ( artículo 332 C.P.P.) acompañada de un adecuado respaldo probatorio, sometida a una amplia contradicción argumentativa y probatoria, como quiera que debe ser tramitada en audiencia (art. 333 C.P.P.), con la participación de las víctimas, el Ministerio Público y la defensa, y definida por el juez de conocimiento mediante sentencia, que contará con los recursos de ley” 

5.6 En lo relativo al tema del sustento probatorio de la solicitud de preclusión, que en este caso puntual se solicitó por una causal de exclusión de responsabilidad, concretamente el caso fortuito en razón del comportamiento de la víctima, la Sala considera necesario hacer mención de un pronunciamiento de esta Colegiatura del 24 de abril de 2019, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, en el radicado 66001600003520178002501, donde se dijo lo siguiente sobre esa causal de exclusión de la responsabilidad penal:
“Frente al caso fortuito o fuerza mayor la H. Corte Suprema de Justicia ha dicho:

"[...] Para dilucidar estos cuestionamientos, es necesario memorar, así sea sucintamente, que la fuerza mayor o caso fortuito, por definición legal, es 'el imprevisto a que no es posible resistir' (art. 64 C.C., sub. art. 1o Ley 95 de 1890), lo que significa que el hecho constitutivo de tal debe ser, por un lado, ajeno a todo presagio, por lo menos en condiciones de normalidad, y del otro, imposible de evitar, de modo que el sujeto que lo soporta queda determinado pro sus efectos.
No se trata entonces, per se, de cualquier hecho, por sorpresivo o dificultoso que resulte, sino de uno que inexorablemente reúna los mencionados rasgos legales, los cuales, por supuesto, deben ser evaluados en cada caso en particular -in concreto-, pues en estas materias conviene proceder con relativo y cierto empirismo, de modo que la imprevisibilidad e irresistibilidad, in casu, ulteriormente se juzguen con miramiento en las circunstancias específicas en que se presentó el hecho a calificar, no así necesariamente a partir de un frío catálogo de eventos que, ex ante, pudiera ser elaborado en abstracto por el legislador o por los jueces, en orden a precisar qué hechos, irrefragablemente, pueden ser considerados como constitutivos de fuerza mayor o caso fortuito y cuáles no."
 -negrillas excluidas-
En general, la jurisprudencia y la doctrina han asumido como sinónimos los conceptos de caso fortuito y fuerza mayor, y en tal sentido se precisó:

"2. También, desde tiempos inmemoriales se viene controvirtiendo la distinción o, por el contrario, la equivalencia o sinonimia de los conceptos 'caso fortuito' y 'fuerza mayor'. Quienes se han ubicado en primera posición, han acudido, para destacar la diferencia, a varios criterios, así: a) A la causa del acontecimiento, o sea, el caso fortuito concierne a hechos provenientes del hombre; en cambio la fuerza mayor toca con los hechos producidos por la naturaleza; b) A la conducta del Agente, esto es, al paso que el caso fortuito es la impotencia relativa para superar el hecho, la fuerza mayor es la imposibilidad absoluta; c) A la importancia del acontecimiento, vale decir, que los hechos más destacados y significativos constituyen casos de fuerza mayor y los menos importantes, casos fortuitos; d) Al elemento que lo integra, por cuanto el caso fortuito se estructura por ser imprevisible el acontecimiento y, en cambio, la fuerza mayor por la irresistibilidad del hecho; y, e) A la exterioridad del acontecimiento, o sea, el caso fortuito es el suceso interno que, por ende, ocurre dentro de la órbita de la actividad del deudor o del agente del daño; la fuerza mayor consiste en el acontecimiento externo y puramente objetivo".

De lo dicho hasta ahora se pude asegurar, que la causal de preclusión invocada por el señor fiscal no está llamada a prosperar dado que el conductor del camión si se enteró de la intención que tenían los adolescentes de ser arrastrados por el vehículo que tripulaba, y en tal sentido era previsible el riesgo que se podía generar con esa maniobra, a consecuencia de lo cual lo que se esperaba es que realizara las acciones necesarias tendientes a evitar que el resultado trágico se presentara, pero no lo hizo.

No es de recibo el argumento del Fiscal cuando indica que ante la no autorización del conductor del camión la víctima fue quien asumió el riesgo y que por ende se ocasionó un hecho inesperado para el indiciado. Y no lo es porque en el ejercicio de actividades peligrosas que representan un cierto nivel de riesgo para las personas -riesgo jurídicamente permitido- como es conducir vehículos, quien la desarrolla debe desplegar todos los cuidados que estén a su alcance, como el hecho de estar atento no solo en lo que pueda suceder delante de la vía sino en su entorno, es decir, utilizar los espejos retrovisores para observar la parte lateral trasera del rodante con la finalidad de no aumentar indebidamente ese nivel de riesgo -riesgo jurídicamente desaprobado-, máxime en automotores de gran tamaño como el camión cisterna aquí involucrado.

Como es sabido, en los denominados tipos de imprudencia se sanciona la conducta causante de un determinado resultado lesivo, siempre y cuando este sea previsible, viole un deber objetivo de cuidado, y sea determinante para su producción. Adicionalmente, el deber de cuidado se encuentra orientado tanto por el principio de confianza legítima, como por el criterio del hombre medio o del buen padre de familia
, y su desconocimiento da lugar a los tradicionales eventos generadores de la culpa: negligencia, imprudencia, impericia y violación de reglamentos.

De ese modo, para tener mayor claridad acerca de la teoría expuesta por el representante del ente acusador -en cuando sostiene que en este evento la víctima "asumió su propio riesgo"-, se debe recordar que sobre ese tópico se ha dado cabida en efecto a la denominada competencia de la víctima, es decir, que si la víctima asume el riesgo el resultado se le imputa -v.g. quien acepta el combate en boxeo no puede esperar la no lesión; quien tiene contacto sexual con alguien con quien se prostituye, acepta el riesgo de sufrir contagio-.

En tal sentido la Corte Constitucional en sentencia SU-1184/01 delimitó el campo de acción de la teoría de la imputación objetiva en nuestro derecho penal, y textualmente expresó:

"La imputación de una conducta o de un resultado en derecho penal, depende del ámbito de competencia a que corresponda su protección. Para su delimitación (la del ámbito de competencia), hay que precisar en primer lugar (1) cuál es la posición de garantía que tiene el sujeto (si esta origina la creación de riesgos o roles institucionales) y cuáles son los deberes que surgen de ella. Establecido este elemento (2) hay cuatro que sirven para concretar el juicio de imputación: I) El riesgo permitido que autoriza la creación de peligros dentro de los límites que la sociedad va tolerando en virtud de las necesidades de desarrollo, II) El principio de confianza, indispensable para que pueda darse una división de trabajo y que le permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre la base de que los demás son personas autorresponsables que cumplirán con las expectativas que surgen de una determinada función, III) Las acciones a propio riesgo, en las cuales se imputa a la víctima la conducta o las conductas que son producto de la violación de sus deberes de autoprotección, y IV) La prohibición de regreso, según la cual, el favorecí miento de conductas dolosas o culposas por un tercero no le son imputables a quien las hubiere facilitado dentro del riesgo permitido. Demostrada la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, se requiere además (3) una realización del riesgo, es decir, que el mismo riesgo creado para el sujeto sea el que se concreta en la producción del resultado".

Pronunciamiento en el cual se concluyó:

“En suma, una vez comprobada la relación causal naturalística entre el acto y el resultado, por infracción al deber de cuidado que le era exigible al actor, unido a una superación del riesgo permitido, sólo es factible la no imputación jurídica cuando media la asunción del propio riesgo por parte de la víctima, siempre que el derecho sea disponible y que el actor no tenga posición de garante.

Es decir, en el presente asunto y con la información que se cuenta hasta el momento, no se puede afirmar que lo acaecido fue un "imprevisto irresistible e inevitable" por parte del conductor del camión, a consecuencia de lo cual se deberá establecer si el señor JJLL violó el deber objetivo de cuidado o creó un riesgo jurídicamente desaprobado al no atender la alerta que se generó cuando observó que los jóvenes intentaban sujetarse del vehículo con el fin de ser arrastrados. Ya que si bien se trata de una maniobra prohibida y peligrosa la que realizaron los menores, el indiciado tenía el deber de verificar si efectivamente se habían sujetado del camión con el fin de detener su automotor u orillarse en la berma, como quiera que se estaba faltando a las reglas descritas en los artículos 82 -prohibición de llevar pasajeros en la parte exterior del vehículo- y 94 de la ley 769/02 -los conductores de bicicletas [...], estarán sujetos a las siguientes normas: [...] No deben sujetarse de otro vehículo"-.”

5.6.1 Los anteriores conceptos tienen notoria injerencia en la decisión que se va adoptar en el caso sub examen, ya que la argumentación de la delegada de la FGN y del Procurador que actuó como recurrente, se basa en lo esencial en considerar que en este caso la muerte del señor Herrera se produjo por su culpa exclusiva al ingresar a excesiva velocidad y en estado de embriaguez a una vía en la cual normalmente tendría prelación, que de manera temporal había sido habilitada para que transitaran vehículos en sentido contrario al habitual porque en el otro carril se había presentado un accidente, por lo cual al desatender una señal de pare que le hizo un agente de Policía la víctima vino a estrellarse contra la buseta que manejaba el señor FAC, lo que generó una situación excluyente de responsabilidad para el procesado de caso fortuito (artículo 32-1 CP), que daba lugar a la solicitud de preclusión presentada por la delegada de la FGN.

5.7 En este caso el juez de primer grado no accedió a esa solicitud, para lo cual valoró en conjunto la evidencia presentada por la FGN, considerando que no estaba suficientemente demostrada la causal invocada por el ente acusador, por lo cual era necesario que el caso fuera llevado a juicio para verificar ciertos hechos como los siguientes: i) si realmente el señor FAC estaba autorizado para circular en contravía en la calzada donde se presentó el accidente; y ii) la injerencia que pudo tener en el suceso el hecho de que el indiciado estuviera bajo el efecto de sustancias alcohólicas cuando se presentó el hecho, por lo cual se debía demostrar si pudo prever que al conducir un vehículo en estado de embriaguez y en contravía, estaba generando un riesgo adicional a una actividad peligrosa como la conducción generando riesgo para las personas, como sucedió en el presente caso que culminó con la muerte del señor Herrera quien colisionó contra la buseta que conducía el indiciado.

5.8 En atención a los fundamentos de la decisión recurrida, la Sala hace las siguientes consideraciones:

5.8.1 En la carpeta de la FGN que contiene los actos de investigación que se desarrollaron en este caso, se encuentra el informe ejecutivo FP2 del 16 de enero de 2010, en el cual se expone que en esa fecha, a eso de las 23.12 horas y luego de que se habilitara un carril para descongestionar la vía en la avenida Simón Bolívar con calle 68 de Dosquebradas, que estaba ocupada por otros vehículos involucrados en un accidente de tránsito, se produjo un segundo hecho, ya que la motocicleta de placas ZXT 92 A, conducida por Óscar Julián Herrera Arias hizo caso omiso a una señal de pare de unos agentes de la Policía Nacional y por tal causa colisionó con la buseta de placas  WHI 782 que manejaba FAC, lo que produjo el deceso del señor Herrera. 
 

5.8.2 En el formato de informe ejecutivo se expone que: “...encontramos una buseta en el sentido contrario de la vía y una motocicleta tirada sobre la vía al costado de la buseta...

5.8.3 En el informe FPJ 4 sobre actuación del primer respondiente se indica lo siguiente: “... estábamos atendiendo caso de colisión enviado por la central de la PONAL y como quedó cerrado el carril los vehículos se metieron en contravía por el otro carril el cual procedimos a cerrar ambos lados y la motocicleta hace caso omiso del pare del policial y colisiona contra una buseta siendo atendido por bomberos y trasladado para el hospital Santa Mónica”

5.9 Sin embargo esta manifestación aparece desvirtuada parcialmente por el informe policivo sobre el accidente, en el cual se identifica como vehículo número 1 a la buseta conducida por el señor FAC y se señala como hipótesis del accidente el hecho de que la buseta que era manejada por FAC transitaba en sentido contrario de la vía.

5.10 A su vez y como consecuencia del programa metodológico de la FGN, se efectuaron los siguientes actos de investigación que resultan relevantes para la solución del caso:

5.10.1 Se recibió entrevista al señor Elohim David Cardona Correa
, quien manifestó en lo esencial lo siguiente: i) la noche de los hechos se encontraba con su amigo Óscar Julián Herrera Arias (Q.E.P.D), y acababan de salir de un local donde este iba a inaugurar un negocio; ii) Óscar Julián se fue en su motocicleta, mientras que él y otras personas lo seguían en un taxi; iii) al llegar a las inmediaciones de la fábrica “ Productos La Niña” en la vía Dosquebradas - Santa Rosa, vio una buseta de servicio público que venía en contravía por el carril por donde ellos transitaban y estaba bajando pasajeros por lo cual no les dejaba espacio para sobrepasarla, lo que los obligó a detenerse; iv) se dieron cuenta de que su amigo Óscar Julián se había accidentado contra ese automotor que estaba violando vía, lo que causó su deceso; y v) luego le preguntó a unos agentes de policía sobre la razón por la cual la buseta estaba en contravía y ellos le manifestaron que su conductor había ingresado a esa vía sin autorización alguna, lo que hizo porque ellos estaban atendiendo otro accidente.
5.10.2 A su vez se debe hacer referencia a la versión entregada por el señor FAC, en su diligencia de interrogatorio a indiciado, según la cual: i) ingresó con su buseta al carril contrario a aquel por donde debía transitar porque un policía estaba desviando el tráfico hacia ese lado de la vía, porque en el contrario estaban atendiendo un accidente, lo que originó el bloqueo de esa calzada; y ii) en ese momento se produjo la colisión con la motocicleta que venía a gran velocidad, cuyo conductor había hecho omiso a la señal de pare realizada por un uniformado que dirigía el tráfico en el sector.

5.11 Sin embargo debe decirse que las manifestaciones del señor FAC no se encuentran corroboradas con otra fuente adicional y por el contrario existen serios motivos para dudar de la veracidad de sus aseveraciones, como pasa a verse así:

5.11.1 En este caso resulta de gran trascendencia la entrevista recibida al PT Óscar Mauricio Grisales
,quien fue claro al exponer lo siguiente: i) cuando estaban atendiendo el primer accidente, varios conductores que se encontraban en la vía en el sentido Dosquebradas – Pereira, optaron por invadir el carril contrario de la vía, lo cual fue comunicado a la Oficina de Tránsito y Transportes de Dosquebradas; ii) en vista de esa situación le dijo a su compañero que se dirigiera a la parte de abajo del carril contrario para cerrarlo mientras él se dirigía hacia arriba con el mismo fin, a efectos de evitar que se presentara otro accidente; iii) en ese instante se escuchó un choque fuerte hacia donde se había presentado el primer choque la primera colisión, momento en que observó la choque entre una motocicleta y una buseta, que se produjo porque el conductor del vehículo de servicio público optó por hacer lo mismo que otros motoristas e ingresó a ese carril violando vía, lo que originó el impacto contra la motocicleta; iv) no era cierto que en algún momento se hubiera autorizado el cierre de la vía por el carril contrario; v) los agentes de tránsito le tomaron la prueba de alcoholemia al conductor de la buseta, la cual resultó ser positiva; y vi) luego aclaró que cuando se iba a cerrar la vía, su compañero que era el PT Giraldo, le dijo que el conductor de la moto no había atendido la señal de pare que se le hizo.

5.11.2 La información anteriormente referida permite deducir que si bien es cierto que los agentes de policía se encontraban en la vía atendiendo un accidente previo, no queda claro que hubieran autorizado el paso de vehículos en contravía por el sector y más exactamente por el carril por donde marchaba en sentido contrario la buseta conducida por FAC, que finalmente colisionó con la motocicleta que manejaba la víctima, lo que indudablemente tuvo injerencia en el resultado que se produjo.

5.11.3 Esta situación resulta más evidente clara al examinar la entrevista que se le tomó al agente de tránsito Cristian Edwin Cardona
, quien dijo; i) al llegar al lugar del accidente preguntó al conductor de la buseta sobre la razón por la cual transitaba por el carril contrario al que debía usar; ii) el señor FAC le dijo que había recibido autorización de los patrulleros de la policía para hacerlo; iii) le preguntó a los uniformados sobre esa manifestación y estos le dijeron que habían decidido que uno de ellos iba a ir a la parte de arriba del accidente y otro a la de abajo para informar que solo había un carril para transitar y que en ese momento fue que el conductor de la motocicleta hizo caso omiso a la señal preventiva y colisionó de frente con la buseta; iii) el señor FAC dio positivo en la prueba de alcoholemia que se le hizo; iv) en su calidad de funcionarios de tránsito, en ningún momento permitieron un contraflujo de vehículos en el sector; y v) la buseta que manejaba el señor FAC venia en contravía por lo cual se le hizo e respectivo comparendo.

5.11.4 Aunado a lo anterior, resulta ser muy significativo lo consignado en la entrevista que rindió Iván Duque Gallego, quien se desempeñaba también como conductor en la empresa a la cual estaba afiliada la buseta que manejaba FAC, y acompañaba al momento del accidente al indiciado. De la entrevista rendida por el señor Duque se extrae lo siguiente: i) esa noche debió esperar más de 45 minutos para que FAC le entregara la buseta ii) cuando por fin llegó el señor FAC, le pidió en varias ocasiones que le pasara el vehículo porque le sintió olor a licor; iii) el indiciado aceptó entregarle el automotor pero le dijo que lo iba a hacer en un lugar distinto al habitual, por lo cual se vio obligado a transportarse con él; iv) al llegar al sector de “El Jardin – Pegotes” advirtió que había una colisión entre dos vehículos en el carril por el cual transitaban; vi) seguidamente el señor Duque expuso lo que se transcribe textualmente así : “…y don FAC en su afán decidió violar el carril contrario a fin de evadir el accidente y así retomar nuevamente nuestro carril, fue en esa acción cuando él empezó a violar el carril sin tomar ninguna precaución, entonces observé que venía una buseta sentido Pereira-Dosquebradas, el conductor de esta hizo un cambio de luces haciéndole saber a FAC que debía tener precaución porque se encontraba invadiendo carril, entonces pasó muy cerca de nosotros la buseta y detrás de ella venía una moto la cual quería adelantar por el carril que estábamos invadiendo, fue ahí cuando este motociclista colisionó en la parte delantera de la buseta que conducía FAC quedando bastante lesionado y como producto de esto falleció casi instantáneamente, en ese momento FAC me dijo que cambiáramos de puesto porque él se había tomado licor y que por eso era mejor que yo me hiciera cargo del accidente…”.
5.11.5 La versión del señor Duque que aparece corroborada con lo dicho por el PT Óscar Grisales y el señor Elohim Cardona, da a entender que FAC circuló con su buseta en sentido contrario al carril que le correspondía a efectos de evadir el obstáculo que existía en la vía donde se presentó el primer accidente, realizando una conducta antinormativa, pues de lo dicho por Iván Duque Gallego se deduce que el indiciado no fue autorizado por ninguna autoridad para ingresar al carril contrario a aquel por donde debía transitar, a lo cual hay que agregar otra circunstancia consistente en que el señor FAC conducía su vehículo en estado de alicoramiento, como lo dijeron el agente Óscar Mauricio Grisales, y el guarda de tránsito Cristian Edwin Cardona, situación que fue confirmada por el testigo Duque Gallego, lo que puede ser indicativo de que el indiciado vulneró los artículos 55, 60 y 68 inciso 6 del CNT, generando un riesgo para la víctima que además de ser previsible era evitable ya que el señor FAC o estaba en capacidad de abstenerse de llevar a cabo esa maniobra peligrosa que tuvo un nexo causal con el resultado que se produjo.

5.12 En ese sentido el examen que se hace de la evidencia obtenida con los actos de investigación que realizó la FGN, lleva a esta Colegiatura a considerar que el A quo efectuó una correcta apreciación de las mismas para negar la existencia de la situación de “caso fortuito”, aducida por la delegada del ente acusador para sustentar su solicitud de preclusión, que finalmente solo encuentra respaldo en el relato del indiciado, que es controvertido por otros EMP y EF, de los cuales se desprende una versión sustancialmente distinta sobre los hechos que propiciaron la muerte del señor Óscar Julián Herrera Arias.

5.13 Por lo tanto, pese a la existencia de actos de investigación que demuestran que la víctima Óscar Julián Herrera realizó conductas antinormativas que tuvieron injerencia en el resultado producido, tales como conducir en exceso de velocidad y en estado de embriaguez, igualmente se cuenta con otros medios de prueba que pueden llevar a concluir que igualmente el indiciado vulneró la normatividad que regula el tránsito automotor por conducir su vehículo en contravía y estar alicorado para el momento de accidente .
5.14 En consecuencia como de las evidencias existentes se puede inferir igualmente la existencia de conductas que constituyen una violación del deber objetivo de cuidado y un incremento del riesgo permitido por parte del indiciado, se considera que el presente asunto demanda un examen más minucioso de esos medios de conocimiento antes de decretar la preclusión de la investigación, dados los efectos de ese tipo de determinación que conlleva la extinción de la acción penal, ya que esas situaciones afectan los presupuestos de la tipicidad de la conducta atribuida al acusado, con la causal de agravación prevista en el artículo 110, numeral 1º del CP, al presentarse una hipótesis diversa a la de la culpa exclusiva de la víctima y una eventual situación de concurrencia de culpas relevantes para el suceso, determinadas por la aplicación del principio de necesidad de prueba que opera en materia penal, por lo cual se concluye que en el caso sub examen, no se encuentra debidamente demostrada la causal de preclusión prevista en el artículo 332-2 del CPP, que la FGN denominó como un “caso fortuito”.
5.15 En ese sentido y en apoyo de esta decisión de segunda instancia, se cita lo o expuesto por la Sala de Casación Penal de la C.S.J., sobre el tema en estudio así: 
“2. La demostración probatoria de la causal de la preclusión invocada

La finalidad del procedimiento penal es reconocer y establecer una verdad jurídica a la cual se llega a través de las pruebas que legal, regular y oportunamente se aportan al proceso y se valoran según las disposiciones vigentes. Así, el cometido de los medios de convicción es hacer conocer a otros una verdad conocida por nosotros y establecer las consecuencias jurídicas, o lo que es lo mismo, revelar acerca de cómo sucedieron los hechos, para poder determinar la consecuencia jurídica. 
Por eso es una constante en todos los estatutos de procedimiento penal prescribir que las decisiones judiciales se asumen con fundamento en las pruebas allegadas. Así, la ley 906 de 2004 establece en el artículo 372: “las pruebas tienen por fin llevar al convencimiento del juez, mas allá de duda razonable, los hechos y circunstancias materia del juicio y los de responsabilidad penal del acusado como autor y partícipe”, y el subsiguiente: “los hechos y circunstancias de interés para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este código o por cualquier otro medio técnico o científico, que no viole los derechos humanos”.

En consecuencia las decisiones que se profieran al interior de los procesos deben estar soportadas en los elementos de prueba legal y oportunamente incorporados; asimismo, su análisis crítico, individual y en conjunto, debe estar acompañado de una adecuada motivación en cuanto a su calificación y asignación del mérito probatorio.

De manera tal que tratándose de la aplicación del instituto de la preclusión de la investigación es requisito ineludible acompañar los elementos materiales de prueba o evidencia física necesarios para demostrar la configuración de la causal alegada, la cual no se satisface con la simple versión de los hechos suministrada por el indiciado, sino acompañando los medios de prueba que corroboran su configuración fáctico-jurídica con categoría de certeza.” 
 (Subrayas fuera del texto) 
En razón de las circunstancias antes anotadas, que indican la posible concurrencia de comportamientos antinormativos del indiciado que se pueden subsumir en el tipo de homicidio culposo agravado, conforme al numeral 1º del artículo 110 del CP, se impartirá confirmación a la decisión de primer grado que negó la solicitud de preclusión de la investigación que se sigue contra FAC al no estar demostrada la causal invocada por la FGN para solicitar la declaratoria de extinción de la acción penal.

Con fundamento en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Descongestión de Dosquebradas (hoy Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas), por medio de la cual negó la solicitud de preclusión de la indagación preliminar adelantada en contra del señor FAC, por el delito de homicidio culposo. En consecuencia se devolverán las diligencias a la unidad de Fiscalía que venía conociendo del asunto, para que prosiga con el trámite de la presente actuación. 

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Sentencias C-1194 de 2005 (MP. Marco Gerardo Monroy Cabra) y C-025 de 2009 (MP. Rodrigo Escobar Gil. SV. Jaime Araújo Rentería).


� Ley 906 de 2004 Artículo 334 


� Corte Constitucional . Sentencia C- 881- 2011 


� CSJ Sala de Casación Civil del 7 de diciembre de 2016 radicación SC17723-2016


� CSJ Sala de Casación Civil del 29 de abril de 2005 expediente 0829-92


� Art. 63 C.C.C.


� Folios 4 a 5


� Folio 26 


� Folio 27 


� Folios 34 a 35 


� Ver Folios 142 a 143 


� Folios 144 a 1454 


� Folios 165 a 166  


� Ver Folios 169 a  170t


� C.S.J. Sala de Casación  Penal. Auto 25 enero de 2012. Aprobado acta No. 13 M.P. Dr. José Leonidas Bustos Martínez 
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